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GILDARDO RAMIREZ GIRALDO 

Magistrado   

 

Referencia:   Ejecutivo 

Demandante:  BBVA S.A. 

Demandado:   LUIS ALBERTO MARÍN BETANCUR Y/O 
Decisión:  Revoca auto 

Radicado:  05001 31 03 002 2020 00142 02 
Auto Nro:  112 

 

   DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

   TRIBUNAL SUPERIOR 

   SALA UNITARIA DE DECISIÓN 
Medellín, primero de diciembre de dos mil 
veintiuno 

 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el 

apoderado judicial de la parte demandante, contra la providencia 

emitida el día 12 de agosto de 2021 por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL 

DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, mediante la cual se 

DECLARÓ LA NULIDAD DE LO ACTUADO. 

 

ANTECEDENTES: 

 

Por intermedio de apoderado judicial idóneo, el BBVA S.A. presentó 

demanda ejecutiva en contra de los señores LUIS ALBERTO MARÍN 

BETANCUR, HORACIO DE JESÚS MARÍN BETANCUR y SANDRA 

MILENA ROLDAN VELÁSQUEZ en donde se pretende el cobro de las 

obligaciones contenidas el título valor objeto del petitum, así como 

hacer efectiva la garantía hipotecaria contenida en la escritura 

pública Nro. 3910 del 18 de julio de 2014 de la Notaría19 de Medellín.  

 

Al realizar el control de legalidad establecido en el artículo 132 del C. 

General del P., la Juez de primera instancia declaró la nulidad de lo 
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actuado hasta ese momento por auto del 12 de agosto de 2021, al 

considerar que no se había acatado lo decidido por esta Corporación 

en providencia del 22 de octubre de 2020. 

 

Frente a dicha determinación el actor interpuso los recursos de 

reposición y en subsidio el de apelación al considerar que a pesar de 

la decisión proferida en esta instancia, las medidas cautelares 

solicitadas en contra de los codemandados eran las únicas que podía 

solicitar, en ejercicio del derecho de persecución en contra de los 

demandados Horacio de Jesús Marín Betancur y Sandra Milena 

Roldan Betancur, que se pudiera aducir que se renunció a la garantía 

hipotecaria y la persecución de la garantía personal del obligado 

cambiario; insiste en que estos fueron demandados, no porque se 

hayan obligado cambiariamente, sino porque eran los propietarios de 

los inmuebles que soportan la garantía, existiendo autorización legal 

para ello; refirió que se olvidaron los precedentes jurisprudenciales, 

pues el proceso mixto no ha desaparecido con la expedición del 

Código General del P. y la vigencia del artículo 2452 del C. Civil; 

estimó que no se ha interpretado la demanda, su aclaración y los 

recursos, debiendo ser más diáfano, por lo que advirtió que la 

intensión principal es que las obligaciones de la ejecución sean 

canceladas finalmente con el producto del remate de los bienes de la 

garantías, pretensiones sustentadas en  la  normatividad  vigente, 

debiendo realizarse un reexamen del tema, pues es evidente que 

existe una vulneración a los derechos del acreedor, que insiste, 

nunca ha renunciado a perseguir la garantía hipotecaria. Por lo 

anterior solicitó se revoque la decisión. 

 

Siendo la oportunidad para resolver a ello se procede previas las 

siguientes, 
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CONSIDERACIONES 

 

1. Reza el artículo 665 del Código Civil que: “Derecho real es el que 

tenemos sobre una cosa sin respecto a determinada persona. Son derechos reales 

el de dominio, el de herencia, los de usufructo, uso o habitación, los de 

servidumbres activas, el de prenda y el de hipoteca. De estos derechos nacen las 

acciones reales”. Por su parte el artículo 666 ibídem advierte: “Derechos 

personales o de crédito son los que solo pueden reclamarse de ciertas personas 

que, por un hecho suyo o la sola disposición de la ley, han contraído las 

obligaciones correlativas; como el que tiene un prestamista contra su deudor por 

el dinero prestado, o el hijo contra el padre por alimentos. De estos derechos nacen 

las acciones personales”  

 

Bajo esta línea argumentativa, la ley procesal permite el ejercicio de 

la acción personal, mediante el proceso ejecutivo sin garantía real, 

en el cual el acreedor puede perseguir la totalidad de los bienes del 

deudor, en el ejercicio de la mal llamada prenda general de los 

acreedores establecida en el artículo 2488 del C. Civil. A contrario 

sensu el nuevo código procesal permite el ejercicio de la acción real 

por medio del proceso ejecutivo con garantía real, ya sea mediante 

la adjudicación o realización especial (Art. 467); o la hipotecaria (Art. 

468). Es así que en Estatuto Procesal Civil ya no existe una norma 

que indique cómo ha de tramitarse el proceso ejecutivo cuando a 

través suyo se ejerce la acción mixta, pues en voces de la Corte 

Suprema de Judicial1 y de los tratadistas2, el proceso ejecutivo es 

uno para todos los acreedores, no importa su naturaleza.  

 

 
1 Sentencia STC522-2019 M.P. Margarita Cabello Blanco, Radicación n.° 25000-22-13-000-2018-

00326-01 
2 BEJARANO GUZMAN, Ramiro, “PROCESOS DECLARATIVOS, ARBITRALES Y 

EJECUTIVOS”, Ed. Temis S.A. 2016. Pág. 558 
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2. De entrada advertirá la Sala de decisión que en la providencia del 

22 de octubre de 2020 no se indicó que el acreedor renunciaría a su 

garantía real. Textualmente se dijo que:  

 

“De acuerdo con lo expuesto le asiste razón a la Juez de Primer grado 

cuando advierte que no es posible ejecutar por “el procedimiento mixto” a 
la totalidad de los deudores, debiendo el acreedor real escoger el 

procedimiento querido por él, como en este caso se dio. 

 
Sin embargo, no era factible rechazar la demanda ejecutiva presentada por 

el BBVA S.A. debido a que el acreedor dentro del término subsanó los 
requisitos y advirtió que no pretendía la acción contenida en el artículo 468 

ya citado, sino la del ejecutivo, debiendo la iudex a quo aplicar lo establecido 

en el artículo 90 ejusdem en donde expresamente se dispone que: “El juez 
admitirá la demanda que reúna los requisitos de la Ley, y le dará el trámite 

que legalmente le corresponda aunque el demandante haya indicado una 
vía procesal inadecuada. En la misma providencia el juez deberá integrar el 

litisconsorcio necesario y ordenarle al demandado que aporte, durante el 

traslado de la demanda, los documentos que estén en su poder y que hayan 

sido solicitados por el demandante…” (Subrayas propias para resaltar 
la idea) 

 

Así, lo que se analizó en ese momento, era que el querer del actor 

no era el procedimiento establecido en el artículo 468, sino el 

procedimiento ejecutivo, lo que diáfanamente emerge de las 

pretensiones indicadas en el líbelo demandatorio. Y es que tal vez 

esta Corporación no amplió con suficiencia el tema, pues si bien está 

claro que el “procedimiento mixto” desapareció con la entrada en 

vigencia del estatuto procesal civil del año 2012, lo cierto es que, el 

acreedor respecto del cual tiene constituida una garantía hipotecaria 

y otra personal, para asegurar el pago de la prestación deba 

renunciar a la prenda general de los acreedores, pudiendo perseguir 

todos los bienes dados en garantía. 

 

De manera que, el procedimiento ejecutivo en este caso sería el 

idóneo para el ejercicio del derecho de acción. Rememorando el auto 

ya indicado, esta Corporación resaltó: “De manera que, rechazar la 

demanda porque también se dirigió contra los actuales propietarios inscritos en el 
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bien objeto del gravamen hipotecario no era factible; en tanto que, también se 

dirigió contra el deudor, pudiendo la juez librar orden de apremio, sólo en contra 

de éste y acorde con el querer del acreedor, porque de hacer lo contrario iría en 

contravía del ejercicio de acción a que tiene derecho el actor”. (Subrayas 

propias). Y es que se dieron opciones, pues claramente se dijo que 

se podía librar mandamiento de pago solo en contra del deudor y 

acorde con el querer del acreedor; conjunción que lo que pretendía 

en el texto era “adicionar o sumar” una acción o característica, 

debiendo interpretarse como dos posibilidades. 

 

Al margen de todo lo anterior, resulta relevante además indicar que, 

en todo caso, la juez no podía realizar el control de legalidad, como 

lo hizo, pues el trámite inadecuado como causal de nulidad fue 

eliminado en el artículo 133 del C. General del P. Bajo estas premisas, 

el sistema de nulidades procesales que incorpora el Código en cita 

está regulado por el régimen de la taxatividad, el cual se cimienta en 

que no hay nulidad procesal sin norma que la consagre 

expresamente, lo cual se traduce en que el Juez no puede recurrir a 

la analogía para establecer vicios de nulidad, ni extender ésta a 

defectos diferentes a los específicamente contemplados como tales 

en la ley. 

 

Adicionalmente si hubo alguna irregularidad, la misma quedó 

saneada, pues los demandados fueron notificados y no la alegaron 

conforme a lo indicado numeral 2º del Art. 135 del C. General del P. 

 

De manera que, declarar la nulidad indicando que: “Como la  continuidad  

del  proceso,  se dio también en  contra  de  los  propietarios  del inmueble, es  ahí  

donde  se  presenta  la  nulidad  en  voces  del  artículo 29  de  la Constitución  

Política  de  Colombia,  el  cual  pregona  que las  actuaciones  judiciales  o 

administrativas  deben  seguirse  con  el  respeto  de  las  garantías constitucionales  
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y legales ,y especialmente el derecho a la defensa y con fundamento en las normas 

aplicables al caso que lo involucra”, no era factible debido a que (i) la 

nulidad contenida en la norma superior citada solo deviene de la 

prueba ilegalmente obtenida, cosa que no se dio en este caso; y (ii) 

con dicha actuación no se vulneraron derechos fundamentales a los 

deudores, pues fueron notificados y nada dijeron sobre las posibles 

irregularidades de su vinculación a este trámite. 

 

3. Colofón de lo expuesto, es claro que no estada facultada la 

funcionaria judicial para declarar la nulidad como lo hizo, debiéndose 

REVOCAR el auto objeto de alzada, ordenando a la Juez continuar 

con el trámite del proceso.  

 

DECISIÓN: 

 

En mérito de lo expuesto, LA SALA UNITARIA DE DECISIÓN 

CIVIL, DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto de fecha y procedencia indicado en la 

parte motiva de ésta providencia, debiendo la Juez continuar con el 

trámite del proceso.  

 

SEGUNDO: Sin condena en costas en esta instancia. 

 

NOTIFÍQUESE 
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(Firma scaneada conforme al Art. 11 del Decreto 491 del 28 de 

Marzo de 2020 del Ministerio de Justicia y del Derecho) 

JOSE GILDARDO RAMIREZ GIRALDO 

Magistrado 


